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A C U E R D O

En la ciudad de La Plata, a 8 de julio de 2008, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Genoud, Hitters, de Lázzari, Negri, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa L. 89.160, "Pucheta, Luis B. contra Royal Group Technologies del Sur S.A. y otros. Despido".

 A N T E C E D E N T E S

El Tribunal del Trabajo nº 2 de La Plata, hizo lugar parcialmente a la demanda promovida con costas a la demandada por los rubros que prosperan y a la actora por los que se rechazan.

La parte actora dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 281/288).

Dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente 

 C U E S T I O N

¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

 V O T A C I O N

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Genoud dijo:

I. El tribunal de trabajo interviniente -en lo que interesa- rechazó la demanda incoada a fs. 54/60 por Luis Beltran Pucheta contra Royal Group Technologies del Sur S.A. por horas extras, indemnizaciones por antigüedad y sustitutiva de preaviso, integración, vacaciones de 1999, también por indemnización del art. 8 de la ley 24.013, la duplicación establecida por la ley 25.323 y la sanción prevista en la ley 25.345.

En lo sustancial, juzgó acreditada la causal invocada por la demandada para despedir al actor, decidiendo así la suerte adversa de los rubros asociados al acto rupturista.

En lo demás, ponderó que el actor no logró demostrar ser acreedor de la indemnización mentada en el art. 8 de la ley 24.013, ni de la duplicación establecida por la ley 25.323, ni de la sanción prevista en la ley 25.345, como así tampoco logró acreditar que se le debieran horas extraordinarias.

II. Contra dicho pronunciamiento se alza la parte actora con recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley (fs. 281/288), en el que denuncia absurdo en la apreciación de los hechos y la prueba con cita del art. 44 inc. d de la ley 11.653, y violación de los arts. 18, 19, 242, 243, 255 de la Ley de Contrato de Trabajo; 8 de la ley 24.013, 384 del Código Procesal Civil y Comercial; 18 de la Constitución nacional y de la doctrina legal que cita.

En primer lugar, cuestiona la decisión de grado en torno a la determinación de la fecha de inicio de la relación de trabajo, entendiendo que tal decisión es arbitraria y que de ese modo se ha violado la norma del art. 8 de la ley 24.013 al privar al actor de la indemnización establecida por ésta. 

Censura el modo en que el tribunal de origen ha meritado las pruebas testimoniales al decidir rechazar el reclamo por el cobro de horas extras.

Asimismo, alega la inexistencia de justa causa en el despido e impugna el valor otorgado por el Tribunal a la carta documento recibida por el actor el 13 de marzo de 2001; en tal sentido, señala que su contenido debió ser más preciso y concreto en cuanto a la descripción de los motivos en que se pretendió fundar la ruptura del contrato, y no habiéndolo así efectuado se ha violado el art. 243 de la Ley de Contrato de Trabajo.

Denuncia violentado el principio de equidad e igualdad de trato entre las partes y las garantías del debido proceso, toda vez que no se ha brindado al actor la posibilidad de ejercer su derecho de defensa. 

III. El recurso no puede prosperar.

1. No ha de acogerse la parcela de la queja que desarrolla el recurrente en la que, pretendiendo la viabilidad del art. 8 de la ley 24.013, cuestiona la decisión de grado en torno a la determinación de la fecha de inicio del actor bajo las órdenes de la demandada. En tal sentido, la crítica omite una interpretación exacta de las claras conclusiones vertidas en el veredicto según la cual la relación habida entre las partes se había iniciado el 1º de noviembre de 1996 con interrupción del iter laboral el 30 de junio de 1997, reiniciándose aquél al día siguiente previo pago de la liquidación final, hasta el 12 de marzo de 2001, fecha en la que la patronal dispuso la denuncia del contrato de trabajo (v. fs. 198). 

Cabe recordar que el art. 8 de la ley 24.013 reconoce el pago de una indemnización a favor del dependiente -que gradúa en una cuarta parte de las remuneraciones devengadas desde el inicio de la vinculación- tratándose de una relación laboral totalmente indocumentada.

En el caso en estudio, con apoyo en la pericia contable (v. fs. 205) el a quo tuvo por demostrado que la demandada lleva sus libros en legal forma, que el actor se encuentra debidamente registrado y que se realizaron correctamente los aportes y contribuciones al sistema de la seguridad social (v. veredicto, fs. 258), circunstancias que excluyen sin más la procedencia de la prestación resarcitoria contenida en el art. 8 de la Ley Nacional de Empleo.

En esta línea rectora, éste Tribunal ha declarado infundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley que pretende la revisión de lo decidido en orden a la improcedencia de la indemnización prevista en el art. 8 de la ley 24.013, si se verificó inequívocamente, conforme la prueba producida en la causa y valorada por el a quo, el cumplimiento de la exigencia prevista en los arts. 7 y 18 inc. a) de dicho ordenamiento legal (conf. L. 81.731, sent. del 6-VII-2006).
2. El agravio vinculado a las horas extras está también destinado al fracaso. Es doctrina reiterada de este Tribunal que determinar si el dependiente se desempeñó o no en horas extraordinarias configura una típica cuestión de hecho que deriva de la valoración de la prueba pertinente y como tal reservada a la instancia ordinaria y, en consecuencia, marginada de la casación, salvo la eficaz demostración del absurdo, extremo que no se verifica en la especie (conf. causa L. 46.240, sent. del 4-VI-1991).

En efecto, el recurrente controvierte este tramo del resolutorio cuestionando la interpretación que de las declaraciones testimoniales efectuó el tribunal de grado, olvidando que las prerrogativas que en materia de selección, jerarquización, habilidad, mérito y eficacia de la prueba testimonial ejercen los jueces del trabajo, sólo ceden si se demuestra la concurrencia de un razonamiento absurdo o incompatible con las constancias que derivan de la causa (conf. L. 83.053, sent. del 8-XI-2006) y no lo logra desde que el planteo que efectuó no pasa de una mera contraposición de su criterio con el del juzgador en la forma de evaluar la prueba, lo cual resulta a todas luces insuficiente para modificar lo resuelto en este aspecto.

3. En lo que hace al agravio dirigido a cuestionar la parte del decisorio dedicada a evaluar la existencia de causal suficiente para fundar el despido dispuesto, agravio fundado en la presunta violación del art. 243 de la Ley de Contrato de Trabajo, tampoco es de recibo por las notas y circunstancias que siguen.

Al tiempo de evaluar las cuestiones de hecho que estructuran el veredicto, el tribunal a quo, en base a los testimonios rendidos, concluyó en que "resulta probado que Pucheta incurrió, efectivamente, en al menos alguna de las irregularidades que basaran la alegada pérdida de confianza. Aludo a su tentativa de extraer de la planta herramientas propiedad de la empresa, simulándolas propias e induciendo en error a un compañero de trabajo para concretar su finalidad ilícita..." (fs. 259). 

A su vez, al tiempo de dictar sentencia, el tribunal define que las relaciones de causalidad y proporcionalidad, adunadas a la denominada como de 'contemporaneidad', que evalúa y da por acreditadas, se constituyen en condiciones de regularidad de la denuncia motivada en justa causa (fs. 263 vta./264), no advirtiendo menoscabo alguno al derecho de defensa del trabajador pues, en todo caso "han sido estos obrados el más adecuado ámbito donde cuestionar las razones de la patronal, ventilando cuantas probanzas se consideraron conducentes y con pleno ejercicio del derecho de defensa" (fs. 264). Determinando de este modo el rechazo de la demanda pues, en la especie, el contrato de trabajo fue denunciado por la empleadora con fundamento en una trasgresión de entidad suficiente para configurar una grave injuria que imposibilitaba la continuidad del vínculo (fs. 262).

A su turno, al expresar sus quejas en relación al fallo que recurre, la actora denuncia la infracción al art. 242 de la Ley de Contrato de Trabajo, atento que el contenido de la misiva por la que se lo despide debió haber sido más preciso y concreto en cuanto a los hechos en que se lo implicaba, expresando en forma suficientemente clara los motivos en que se fundaba la ruptura del contrato. Recaudo que no se cumple, afirma, cuando lo imputado responde a causales genéricas como "su grave injuria", "su manifiesta inconducta", "pérdida de confianza", etc.

Se queja luego de la conclusión elaborada por el tribunal a partir de la apreciación de las testimoniales rendidas, encargándose de evidenciar -al menos así lo intenta- las incongruencias o contradicciones en que el a quo incurre en el iter referido. 

Denuncia también la violación al derecho de defensa, afirmando que el tribunal da por cumplida la oportunidad de su ejercicio sin fundar de qué instrumento dispuso el accionante para ejercer su defensa, ni fundamenta [el a quo] cuáles habrían sido las posibilidades que tuvo el actor para ejercer su derecho de defensa, es decir de la oportunidad de ser oído o de hacer valer sus derechos (fs. 285). Concluyendo en que "no surge momento concreto alguno en que el actor haya tenido la posibilidad de ejercer su derecho de defensa" (fs. 285 vta.). 

3.a. En primer lugar, entiendo que las nociones introducidas y dirigidas a cuestionar la precisión y concreción de los hechos en que se lo implicaba, exigiendo de la contraria una exposición lo suficientemente clara de los motivos en que se fundaba la ruptura del contrato, constituye una argumentación que conforma una defensa novedosa por no haber sido sometida a decisión de los jueces de grado. Siendo extemporáneamente introducidas recién en el planteo extraordinario ante esta Corte se vuelven materia inatendible (L. 76.299, sent. del 6-IV-2004; L. 84.142, sent. del 28-XII-2005; L. 85.509, sent. del 17-V-2006, entre otras).

Repárese para ello que ni al tiempo de promover demanda, ni en oportunidad de ejercer el derecho de contestar el traslado dispuesto por el art. 29 de la ley 11.653, el actor introdujo las cuestiones que tardíamente pretende incorporar. Siendo que aquéllas eran las oportunidades propicias para hacerlo. 

Dato de relevancia con entidad suficiente para rechazar el recurso que se trae.

3.b. Pero, si aún se juzgase que la ausencia de precisión concreta en la falta imputada (imprecisión denunciada a fs. 56) supone un ataque que alcanza para habilitar la revisión de la cuestión en esta instancia, desvirtuando lo 'novedoso' que entiendo presente, considero que las solas circunstancias fácticas del caso en examen imponen la misma suerte adversa del recurrente.

Veamos: con fecha 12 de marzo de 2001, la empleadora remite carta documento al trabajador, por la que notifica que "Ante falta grave, que implica la violación de su parte del principio de buena fe y pérdida de confianza de la empresa. Implicar a sus compañeros y amenazar a personal de vigilancia, queda despedido por su exclusiva culpa a partir de la fecha..." (ver fs. 107/8). De inmediato el sancionado repelió la imputación por idéntica vía, aunque las partes han transcripto diversos textos en tal sentido sin acompañar uno ni otro las respectivas piezas acreditantes (ver fs. 55 vta. 2º párrafo in fine, 143 3er. párrafo y 258 del veredicto).

Visto lo cual, si bien en principio debe reconocerse que la cita a la existencia de una 'falta grave', o violación al principio de buena fe y pérdida de confianza, son referencias un tanto vagas que podrían llegar a comprometer el libre ejercicio del derecho de defensa, es lo cierto también que, tal como lo tiene reconocido este Tribunal "Satisface las exigencias del art. 243 de la Ley de Contrato de Trabajo la notificación del despido si el dependiente no podía ignorar los hechos a que alude como motivación de la medida y que exhiben una manifiesta correlación entre las circunstancias anteriores y la comunicación de la extinción de la relación laboral" (L. 43.291, sent. del 14-XI-1989; L. 74.489, sent. del 2-X-2002; L. 85.616, sent. del 30-VIII-2006, entre otras). Doctrina que considero plenamente aplicable al caso de marras donde la contemporaneidad de los hechos que se le imputan al trabajador (y de los cuales da cuenta la pieza agregada a fs. 106, constancias refrendadas por los dichos de los testigos según se desprende de la evaluación que de la prueba habida realiza el tribunal a quo), con la remisión de la carta documento notificando el despido directo, son elementos que poseen la entidad convictiva suficiente como para no albergar dudas en cuanto al conocimiento por parte del trabajador de las causales que movieron al empleador a despedirlo. 

Lo expuesto queda ratificado a poco de ver que al tiempo de promover demanda el actor precisamente da a conocer que el jefe de personal señor Juan Carlos Alvarez "le imputó, de manera infundada" (tal cual alega) "la comisión de un delito, que en ningún momento precisó con claridad en qué consistía". De lo cual obviamente se desprende que el actor conocía cabalmente de la existencia de tal antecedente. Dato fáctico que -lo reitero- fue a su vez confirmado por el a quo en base a la prueba rendida en autos. 

Por lo que mal puede el recurrente exigir en el caso mayor precisión y concreción en cuanto a las faltas que se le imputan, pues los términos no bien explícitos al comunicar la causal no invalidan el acto disolutorio con justa causa cuando el trabajador, razonablemente y según las propias circunstancias de su vínculo, no ha podido ignorar qué falta de conducta se le haya imputado. 

Mucho menos puede sentirse agraviado por la supuesta lesión al derecho de defensa en juicio, alegando no haber tenido oportunidad de ejercerlo eficazmente, cuando su ejercicio era libre al tiempo de contestar la carta documento que le fuera dirigida y, aún en su defecto, en todo caso han sido estos obrados el más adecuado ámbito donde cuestionar las razones de la patronal, ventilando cuantas probanzas se consideraron conducentes y con pleno ejercicio del derecho de defensa (ver sentencia a fs. 264 in fine).

Ahora bien: si con los elementos probatorios adquiridos durante la sustanciación del proceso, el tribunal de trabajo consideró justificada la causal de despido, ello constituye una cuestión de hecho que sólo puede ser revisada en sede extraordinaria si se demuestra que la valoración ha sido absurda (L. 85.345, sent. del 1-XI-2006). Como también lo es (digo, cuestión de hecho) el evaluar, precisamente, la conducta de las partes previa a la rescisión del vínculo laboral, para establecer la existencia o no de injuria legitimante del despido (L. 86.743, sent. del 11-VII-2007). Materias todas reservadas a la función axiológica de los jueces de grado e irrevisables en esta instancia extraordinaria salvo absurdo, vicio lógico del razonamiento o grosera desinterpretación material de la prueba habida que no logra evidenciarse, pues no alcanza en autos con lo que propone el recurrente, que no es más que una exposición paralela de su propia versión de los hechos o interpretación de lo sucedido. Lo que se aprecia a poco de advertir la presencia de una intención dirigida a cuestionar la valoración del material probatorio y en particular la habilidad y mérito de las declaraciones testimoniales, en materia que es tarea privativa de los jueces de grado que no pueden ser revisadas en esta sede por medio de la mera expresión de una opinión discrepante que no alcanza a patentizar el vicio denunciado. 

Por lo que, reitero, el agravio traído no es de recibo.

En virtud de lo expuesto, el recurso debe rechazarse; con costas (art. 289, C.P.C.C.).

Voto por la negativa.

Los señores jueces doctores Hitters, de Lázzari y Negri, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Genoud, votaron también por la negativa.

Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se rechaza el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley traído; con costas (art. 289 del C.P.C.C.).

Notifíquese y devuélvase.
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